Proceso Ordinario Laboral 

66001-31-05-001-2016-00064-01
Héctor William Ladino vs Grupo Medios de Risaralda S.A. y Comunicadores de Risaralda S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto.


Apelación sentencia

Proceso.

Ordinario laboral

Radicación Nro:
66001-31-05-001-2016-00064-01

Demandante: 

Héctor William Ladino

Demandado:

Grupo Medios de Risaralda S.A. y Comunicadores de Risaralda
Juzgado de Origen:
Primero Laboral del Circuito de Pereira

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / ELEMENTOS ESENCIALES / PRESUNCIÓN A FAVOR DEL TRABAJADOR / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE / DEMOSTRAR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO / EN ESTE CASO HUBO CONTRATO DE CONSIGNACIÓN.
… los elementos esenciales que se requiere concurran para la configuración del contrato de trabajo, son: la actividad personal del trabajador, esto es, que realice por sí mismo, de manera prolongada; la continua subordinación o dependencia respecto del empleador, que lo faculta para requerirle el cumplimiento de órdenes o instrucciones al empleado y la correlativa obligación de acatarlas; y, un salario en retribución del servicio (artículo 23 C.S. del T.).

Estos requisitos los debe acreditar el demandante, de conformidad con el estatuto procesal civil, que se aplica por remisión del artículo 145 del C. P. del T. y de la S.S.; carga probatoria que se atenúa con la presunción consagrada en el artículo 24 del C.S.T., a favor del trabajador, a quien le bastará con probar la prestación personal del servicio para dar por sentada la existencia del contrato de trabajo; de tal manera que se trasladará la carga probatoria a la parte demandada, quien deberá desvirtuar tal presunción legal…
De otro lado, no puede pasarse por alto lo establecido en el artículo 20 del C. Co que define como acto mercantil la adquisición de bienes a título oneroso con el fin de venderlos en igual forma, razón por la cual, esa operación se regirá por las normas contenidas en la Ley comercial. Y en el artículo 1377 del mismo compendio legal dispone que la persona que contrae la obligación de vender mercancías de otra, previa la fijación de un precio que el primero deberá entregar al último, se está en presencia de un contrato de consignación. (…)

Se advierte que en el presente caso no existió la prestación personal del servicio del señor Héctor William Ladino en favor de las empresas demandadas para continuar con el estudio de los demás requisitos previstos en el artículo 23 del CST, pues se acreditó que el accionante se desempeñó como un comerciante que adquiría periódicos para su venta…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En Pereira, a los veintinueve (29) días del mes de octubre de dos mil diecinueve (2019), siendo las nueve de la mañana (9:00 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación frente a la sentencia y su adición proferida el 27 de febrero de 2017 y 3 de mayo de 2019 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve el señor Héctor William Ladino contra la Grupo Medios de Risaralda S.A. en liquidación y Comunicadores de Risaralda en liquidación, radicado 66001-31-05-001-2016-00064-01.
REGISTRO DE ASISTENCIA:

Demandante y su apoderado: 

Demandados y sus apoderados:
TRASLADO A LAS PARTES

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación

El señor Héctor William Ladino pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre el 17-10-2008 y el 03-09-2012 y, en consecuencia, se condene a las entidades demandadas al pago de las prestaciones sociales, vacaciones, calzado y labor, aportes a seguridad social, indemnización por despido sin justa causa, por no consignación de las cesantías, sus intereses y sanción moratoria, más las costas procesales.
Fundamenta sus pretensiones en que: i) el 17-10-2008 fue contratado por las entidades accionadas para desarrollar la labor de promotor de venta del periódico la Tarde y el Q´hubo en un horario laboral de lunes a sábado de 5:00 a.m. a 3:00 p.m.; ii) el salario devengado se pactó en la suma $525 que correspondía a cada  periódico vendido y se le cancelaba diariamente; iii) se le asignó como punto para la comercialización del producto los barrios, parques y calles de alta afluencia; iv) durante el vínculo laboral el empleador le constituyó varias pólizas de seguro; v) el 25-08-2012 sufrió un accidente de tránsito que le ocasionó una discapacidad, siendo despedido sin justa causa el 03-09-2012.
Comunicadores de Risaralda S.A. en liquidación se opuso a todas las pretensiones de la demanda y como razones de defensa argumentó que no existió una relación laboral, ya que el demandante era un simple voceador que era autónomo e independiente para la venta de los periódicos que él mismo compraba de acuerdo a sus propias necesidades; señaló que entre las 5:00 a 9:00 a.m. se hacían entrega de los ejemplares a los voceadores quienes pagan a crédito a las 2:00 a 3:30 p.m.; indicó que el accionante no percibió salario y agregó que la póliza tomada por Grupos Medios de Risaralda S.A. en liquidación fue para otorgar un beneficio a sus contratistas sin que eso hubiere llegado a probar la existencia de un contrato de trabajo. Propuso como excepciones de fondo entre otras las siguientes: “Inexistencia de la obligación pretendida por el demandante”, “Prescripción” y “Buena fe”.
Por su parte, Grupo Medios de Risaralda S.A. en liquidación se opuso a todas las pretensiones y en similares términos presentó su defensa. Formuló como excepciones de mérito entre otras las que denominó: “Inexistencia de la relación laboral entre la entidad y el accionante”, “Prescripción” y “Buena fe”.

2. Síntesis de la sentencia objeto de apelación
El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira mediante sentencia del 27-02-2017 declaró probada la excepción de prescripción de la acción, al contabilizar el término de tres años a partir de la interposición de la demanda, encontrando que había operado dicho fenómeno jurídico; para lo cual el apoderado judicial del demandante interpuso recurso de apelación; sin embargo, mediante auto del 08-06-2018 este Tribunal ordenó la devolución del expediente para que la a quo profiriera sentencia complementaria.

Por su parte, en la sentencia complementaria declaró probadas las excepciones de inexistencia de la relación laboral y la prescripción de la acción; absolvió a la parte demandada de las pretensiones de la demandada y al accionante de la condena en costas.
Para arribar a dicha conclusión, consideró que pese a que se encontró acreditado la prestación personal del servicio del actor a favor de las entidades demandadas en el cargo de voceador y la remuneración que percibió por dicha actividad, el empleador logró desvirtuar la subordinación con la prueba testimonial de la que concluyó que era autónomo e independiente, no estaba sujeto a un horario ni tenía asignado un tope de ventas, más bien se trató de una actividad comercial del accionante.
3. Síntesis del recurso de apelación 

El demandante solicitó que se revocara la decisión y expuso que la a quo cambió el sentido de la decisión inicial al declarar que no existió un contrato de trabajo en la sentencia complementaria. Pese a ello, argumentó que con la prueba testimonial se demostró la subordinación que ejercía el empleador respecto de la actividad personal del accionante; señaló que dentro del organigrama de la empresa existía el cargo de voceador, que era quién ejecutaba el objetivo principal de las demandadas, esto es, la venta y distribución de periódicos y agregó que se trató de disimular la relación laboral con un contrato por consignación, por lo que al haber confluido todos los elementos de un vínculo laboral había lugar a declararlo.
Manifestó también que en la pretensión No. 20 solicitó el pago de los aportes a la seguridad social, por lo que no podía operar el fenómeno de la prescripción declarado en primera instancia.

CONSIDERACIONES

1. Problemas jurídicos

De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea los siguientes:

(i) ¿Incurrió en una irregularidad la Jueza Primero Laboral del Circuito de Pereira al haber declarado la excepción de inexistencia de la obligación en la sentencia complementaria?

(ii) En caso negativo ¿El demandante logró acreditar la prestación personal del servicio a favor de las entidades accionadas? De ser afirmativa la respuesta anterior ¿Logro la parte demandada desvirtuar la subordinación?
(iii) ¿Hay lugar a liquidar las acreencias solicitadas en el escrito de la demandada?

(iv) ¿Operó el fenómeno de la prescripción, en especial sobre los aportes a pensión?
2. Solución a los interrogantes planteados

2.1. Fundamento Jurídico

Dispone el artículo 325 del CGP, que el superior devolverá el expediente si encuentra que el juez de primera instancia omitió pronunciarse sobre la demanda de reconvención o sobre un proceso acumulado; sin embargo, a consideración de esta Sala ese listado no es taxativo porque puede aplicarse a los casos en que el a quo en primer grado obvió pronunciarse respecto de las pretensiones enlistadas en la demanda, solo así se garantiza el principio de la consonancia previsto en el artículo 281 ibidem, pues el fallo deberá estar en armonía con los hechos y las pretensiones aducidas en el libelo introductorio.
2.1.2. Fundamento Fáctico
Bien. El demandante solicitó en la demanda la declaratoria de un contrato de trabajo, el pago de acreencias laborales y los aportes a la seguridad social y, por su parte, los demandados propusieron la excepción de prescripción, por lo que concluido cada una de las etapas del proceso, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira profirió sentencia el 27-02-2017, en la que declaró probada el medio exceptivo y como consecuencia absolvió a los accionados de las pretensiones del libelo, siendo recurrida por la parte demandante (fl. 289, cdno 1), pero sin pronunciamiento alguno sobre las pretensiones del actor.
Lo anterior, llevó a que por auto del 08-06-2018 en Sala Unitaria, este Tribunal se ordenara devolver el expediente al juzgado de origen para que profiriera sentencia complementaria, porque previamente a declarar la excepción había lugar estudiar el derecho y, en ese sentido, se indicó que deberá adicionar “(…) en la parte resolutiva de manera expresa respecto a las pretensiones declarativa que son las que sustentan las condenas, pero con total respeto al sentido de la decisión anterior, es decir, sin que haya lugar a variarla o modificarla (…)” (fl. 320, cdno 1), razón por lo cual, la a quo en audiencia del 03-05-2019 profirió la decisión y empezó a estudiar la existencia del contrato de trabajo y dispuso “declarar probadas las excepciones de INEXISTENCIA DE RELACIÓN LABORAL” (fl. 324, cdno 1), dado que encontró que la relación que ató a las partes fue de origen diferente al contrato de trabajo.
En ese orden de ideas, se advierte la impropiedad que cometió la a quo al complementar la decisión inicial, porque lo esperado antes de abordar el tema propuesto por el demandado – excepciones, era que se pronunciara sobre el derecho reclamado por el demandante - contrato de trabajo y sus extremos temporales-; pero, con asombro ahora se tiene que ningún análisis había hecho sobre la pretensión principal en la providencia objeto de adición, pues tal estudio solo lo planteó en la última decisión.

Y es que lo único que puede explicar tal desafuero es una intelección inadecuada de las figuras procesales de caducidad y prescripción, pues al parecer aplicó la primera sin que esta fuera procedente para los juicios de índole laboral que es la que permite sin que previamente se requiera declarar el derecho reclamado
, sin embargo, pese al yerro evidente, se observa que no hay una vulneración al debido proceso del actor, pues nótese que en ambas providencias la conclusión final fue la de absolución de las pretensiones a la parte demandada y de las que se le garantizó al demandante – parte vencida, el derecho de defensa y contradicción, ya que en las dos oportunidades interpuso recurso de apelación.
Ahora, huelga advertir que si bien el inciso 2º del artículo 287 del CGP aplicable por remisión del artículo 145 del CPTSS permite al ad quem complementar la decisión, en este evento no era posible porque de hacerlo se hubiera cercenado el derecho a la doble instancia a las partes, ya que necesariamente para entrar analizar si había lugar a la excepción de prescripción se debía estudiar sobre el derecho y, en caso de salir negativa el estudio de las súplicas de la demandada, el promotor del litigio no hubiera tenido oportunidad de controvertirla, como efectivamente lo pudo hacer en este proceso.
Entonces, la falencia de la a quo no impide a la Sala pronunciarse sobre la apelación.

2.2. Elementos del contrato de trabajo

2.2.1. Fundamento Jurídico

Para desentrañar los problemas jurídicos planteados se hace necesario recordar, que los elementos esenciales que se requiere concurran para la configuración del contrato de trabajo, son: la actividad personal del trabajador, esto es, que realice por sí mismo, de manera prolongada; la continua subordinación o dependencia respecto del empleador, que lo faculta para requerirle el cumplimiento de órdenes o instrucciones al empleado y la correlativa obligación de acatarlas; y, un salario en retribución del servicio (artículo 23 C.S. del T.).

Estos requisitos los debe acreditar el demandante, de conformidad con el estatuto procesal civil, que se aplica por remisión del artículo 145 del C. P. del T. y de la S.S.; carga probatoria que se atenúa con la presunción consagrada en el artículo 24 del C.S.T., a favor del trabajador, a quien le bastará con probar la prestación personal del servicio para dar por sentada la existencia del contrato de trabajo; de tal manera que se trasladará la carga probatoria a la parte demandada, quien deberá desvirtuar tal presunción legal; criterio expuesto por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en diferentes providencias, entre las que se encuentra la del 26-10-2016, rad. 46704
.

De otro lado, no puede pasarse por alto lo establecido en el artículo 20 del C. Co que define como acto mercantil la adquisición de bienes a título oneroso con el fin de venderlos en igual forma, razón por la cual, esa operación se regirá por las normas contenidas en la Ley comercial. Y en el artículo 1377 del mismo compendio legal dispone que la persona que contrae la obligación de vender mercancías de otra, previa la fijación de un precio que el primero deberá entregar al último, se está en presencia de un contrato de consignación.
2.2.2. Fundamento fáctico

Bien. Se advierte que en el presente caso no existió la prestación personal del servicio del señor Héctor William Ladino en favor de las empresas demandadas para continuar con el estudio de los demás requisitos previstos en el artículo 23 del CST, pues se acreditó que el accionante se desempeñó como un comerciante que adquiría periódicos para su venta, como pasa a verse.
En efecto, los testigos de la parte demandada indicaron que el demandante se desempeñó como voceador, él iba y compraba periódicos en consignación para luego venderlos a sus clientes, por lo mismo era autónomo para elegir los lugares en donde vender la prensa, que a veces les sugerían que sitios eran mejores para su comercialización porque ellos hacían estudios de mercado y sabían que zonas eran las mejores, pero que nunca era una obligación para los voceadores, así que nunca estuvo sujeto a subordinación.
Por su parte, la señora Mónica Juliana Arias Toro refirió que esas personas podían acercarse a la oficina de despacho dentro de su horario establecido que oscilaban entre las 4:00 o 5:00 a.m. y hasta las 9:00 a.m. todos los días, y nuevamente a las 2:00 p.m. para cancelar los periódicos que habían llevado por la mañana y así obtener su ganancia y que debían devolver los que no habían vendido y, agregó el señor César Augusto Gonzáles Naranjo que a ellos no se les asignaba ninguna meta ni obligación de ir para comprar el periódico, pues si no asistían nada pasaba; además, informó que él le había pedido una hoja de vida al demandante con una copia de la cédula de ciudadanía, porque debía de asignarle un código para los recibos de pago, por último, reseñó que a los voceadores se les dejaba el periódico a un valor de $525 y era a su arbitrio el monto en que lo vendían.
Declaraciones que para la Sala merecen credibilidad por cuanto la razón de la ciencia de sus dichos proviene de su apreciación directa sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrollaba esa labor, dado que todos fueron trabajadores de las sociedades demandadas - el coordinador de despacho, supervisora de circulación y representante legal suplente- respectivamente, lo que demostró que el señor Héctor William Ladino era un comerciante, pues adquiría a título de consignación la mercancía que ofrecía las empresas accionadas y las comercializaba, para lo cual una vez terminaba de realizar las operaciones mercantiles nuevamente se dirigía a la oficina de despacho de las entidades accionadas y allí pagaba el valor de la mercancía, lo que tiene como razón la modalidad del contrato por consignación prevista en el artículo 1377 del C. Co., descontando la utilidad percibida y, devolviendo los ejemplares que no vendió.
Lo expuesto se corrobora con los documentos vistos a folios 122 a 171 y 232 a 281 denominados “Despachos y Devoluciones Voceadores” de los que a manera de ejemplo se tomará solo el año 2009 y de los que se extrae que: i) el accionante alternaba la compra del periódico, pues mientras que para el diario La Tarde en el mes de marzo de esa calenda adquirió 31 ejemplares, haciendo devolución de 8, para el Q´hubo en ese mes compró 890 y entregó 153 no vendidos; ii) la periodicidad con que vendía los periódicos no era el mismo, pues en relación con el periódico La Tarde los días que ocupó por mes fueron: 13, 22, 28, 29, 30 y 31 mientras que para el Q´hubo fueron: 14, 23, 25, 24, 26, 24, 26, 23, 25; iii) las ganancias variaban según los ejemplares vendidos, como se soporta con los recibos de pago vistos a folios 172 a 211; dado el valor menor de compra uniforme, y el de venta al por mayor (sugerido), por lo que la utilidad dependía de la gestión que realizara el actor.
Sin que alcance a probar nada diferente el testimonio del señor Carlos Arturo Correa Cardona que dijo que ellos tenían un horario y les hacían llamados de atención, pues esto no es otra cosa que la confirmación de lo dicho por César Augusto Gonzáles Naranjo y Mónica Juliana Arias Toro, quienes indicaron que la oficina de despacho tenía un horario en el cual podían ir los voceadores y que en algunas oportunidades les pedían que avisaran con tiempo para no imprimir tantos ejemplares de periódico; actos que lejos de ser llamados de atención o imposición de un horario, es la coordinación de la labor de venta dado el tipo de mercancía que comercializaba “Periódico”.
De otro lado, respecto a la póliza de seguros que tenía Grupo Medios de Risaralda S.A. a favor del accionante (fls. 40 a 43, cdno 1), per se no es un indicio grave de una relación laboral, a lo sumo leve, que no es suficiente para declarar la prestación personal del servicio, pues bien puede ello corresponder a que la empresa quiso favorecer a quienes tenían vínculo comercial con ella, lo que coincide con lo expuesto por los testigos de la parte demandada, ya que pese a que tenían amparados a los voceadores, esta lista se actualizaba con una periodicidad, para sustraer a quienes ya no les compraban los periódicos y no ejercía dicha actividad económica. 

Por último, al no prosperar la pretensión tendiente a obtener la declaratoria del contrato de trabajo se hacía imposible estudiar la excepción de prescripción, pues si no existe el derecho como puede prescribir, como erradamente lo hizo la a quo, por lo que en este aspecto se revocará el numeral 1º de la sentencia inicial y la complementaria, solo se confirma de este numeral la decisión de declarar probada la excepción de inexistencia de la obligación.

CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se confirmará los numerales 2º y 3 de la sentencia de primera instancia y su complementación y se revocará el ordinal 1º en los términos atrás referidos. 
Sin costas en esta instancia por estar representado el demandante mediante amparo de pobreza.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala Segunda Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR los numerales 2º y 3º de la sentencia y su adición proferidas el 27 de febrero de 2017 y 3 de mayo de 2019 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso promovido por el señor Héctor William Ladino contra el Grupo Medios de Risaralda S.A. en liquidación y Comunicadores de Risaralda en liquidación.
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 1º de la sentencia 27 de febrero de 2017 y parcialmente el 1º de la providencia complementaria proferida el 3 de mayo de 2019, para confirmar solo la declaratoria de la excepción de inexistencia de la obligación.
TERCERO: Sin costas en esta instancia.  

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado
� Respecto de la caducidad: i) opera por el simple paso del tiempo; ii) es irrenunciable; iii) el juez la puede declarar de oficio y; iv) está prevista para las acciones que se surtan ante la jurisdicción contenciosa; mientras que la prescripción: v) es renunciable; vi) susceptible de interrupción; vii) solo se puede declarar si la parte interesada la propone como excepción y; viii) es propia de los procesos ordinarios laborales. Por lo que para su aplicación, el fallador debe de tener en cuenta las formas de cada juicio, el procedimiento aplicable, la jurisdicción y la competencia - CSJ SL183 de 14-02-2018. Rad. 49884. M. P. Martín Emilio Beltrán Quintero


� M.P. Gerardo Botero Zuluaga y Jorge Mauricio Burgos Ruiz. 





PAGE  
5

